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				more than 300 families, operated through a political-material mechanism that articulated normative, institutional, and material dimensions. The work presents the geohistorical context of the Costa Rican housing sector’s institutional framework, it describes the sociodemographic composition of the settlement, and it examines its eviction trajectories under the official model of “desarraigo concertado” (agreed-upon displacement). It concludes by conceptualizing state-infrastructural deterritorialization as a mechanism whereby public works function as a technology of power that subordinates lived space to the logics of capital, reproducing inequalities and exclusions in the production of urban space. 

				Keywords: Informal settlement, deterritorialization, dispositive of power, eviction, State.

				Introducción

				El déficit de vivienda es un problema irresuelto en América Latina, el cual está lejos de ser una característica del período neoliberal, ya que representa una situación que define la estructura socioeconómica y territorial de la región. Esta realidad presenta distintas expresiones territoriales, por ejemplo, un número elevado de asentamientos informales o conjuntos de viviendas en mal estado, hecho que se encuentra materializado tanto en espacios urbanos como rurales. Se estima que en la región existen 23.000.000 de personas habitando bajo un déficit cuantitativo de vivienda y más de 46.000.000 bajo un déficit cualitativo (López 2023). Lo anterior es reflejo de una sociedad profundamente desigual, la cual genera condiciones y oportunidades diferenciales para la reproducción de la vida.

				La desigualdad produce marcas territoriales diversas, 

			

		

		
			
				Resumen. Los asentamientos informales representan una situación estructural extendida en América Latina. Estos territorios están expuestos a políticas de desplazamiento forzado como formas complejas de desterritorialización. En este artículo, se analiza la desterritorialización del asentamiento informal Triángulo de Solidaridad (Costa Rica) para la construcción de la carretera Circunvalación Norte (Ruta N.º 39). Mediante un análisis documental cualitativo y una triangulación de fuentes judiciales e institucionales, se examina cómo este proceso, implicando el desplazamiento de más de 300 familias, operó a través de un dispositivo político-material, que articuló dimensiones normativas, institucionales y materiales. El trabajo expone el contexto geohistórico de la institucionalidad del sector vivienda costarricense, describe la conformación sociodemográfica del asentamiento y examina sus trayectorias de desalojo bajo el modelo oficial de “desarraigo concertado”. Se concluye conceptualizando la desterritorialización estatal-infraestructural como un mecanismo donde la obra pública funciona como una tecnología de poder que subordina el espacio vivido a las lógicas del capital, reproduciendo desigualdades y exclusiones en la producción de espacio urbano. 

				Palabras clave: : Asentamiento informal, desterritorialización, dispositivo de poder, desalojo, Estado.

				Abstract. Informal settlements represent a widespread structural situation in Latin America. These territories are subject to policies of forced displacement as complex forms of deterritorialization. This article analyzes the deterritorialization of the Triángulo de Solidaridad informal settlement (Costa Rica) for the construction of the Circunvalación Norte highway (Route No. 39). Through qualitative documentary analysis and triangulation of judicial and institutional sources, it examines how this process, involving the displacement of 
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				las cuales junto con el crecimiento urbano acelerado de la región constituyen condiciones estructurales que materializan formas de segregación socioespacial, desigualdades en el acceso a la vivienda, problemas de habitabilidad, así como un conjunto de obstáculos para el desarrollo de una vida digna en espacios urbanos (Di Virgilio 2021). De esta forma, los asentamientos informales representan una exteriorización compleja de la desigualdad, traduciéndose en un desarrollo urbano excluyente. Se estima que para el año 2020, casi un 18% de la población urbana de América Latina vivía en barrios marginales, incluyendo asentamientos informales y personas que habitan en viviendas en malas condiciones (CEPAL 2023). 

				Estos espacios urbanos están constituidos por viviendas inadecuadas para la vida, falta de acceso a servicios urbanos (agua o electricidad), pobreza o deficiencias en el acceso a la educación, salud, empleo y espacios públicos de calidad. Esta situación es reflejo de injusticias espaciales producto de procesos sociales y políticos que generan condiciones desiguales en la experiencia urbana, donde la producción de espacio contribuye a mantener y aumentar las desigualdades (discriminación, explotación, exclusión, etc.) (Soja 2014). Asimismo, esta producción bajo el capitalismo reproduce formas diversas de violencia, como la segregación socioespacial, las cuales llevan a generar accesos diferenciales a los beneficios de la vida urbana (Carlos 2017).

				Bajo este contexto, este trabajo analiza una realidad concreta de exclusión experimentada en un asentamiento informal en Costa Rica. Específicamente, el objetivo es estudiar la desterritorialización que experimentó el asentamiento “Triángulo de Solidaridad” por la construcción de una infraestructura vial. Para ello, se propone la categoría analítica de desterritorialización estatal-infraestructural que, mediante la construcción de una obra vial (carretera Circunvalación Norte-Ruta Nacional N.° 39), se constituyó como un dispositivo político-material ligado a una política de desplazamiento (Janoschka y Sequera 2014). Este dispositivo (Agamben 2009; Deleuze 1990; Foucault 1985, 2008) articuló una dimensión normativa, institucional y material, diseñada como mecanismo para desplazar a poblaciones de bajos recursos en función de la territorialización de un proyecto “modernizador”. Ello significó imponer una forma de espacio abstracto (Lefebvre 2013) ligado a la carretera como flujo de bienes y capitales, por encima del 

			

		

		
			
				territorio usado por la población del lugar (Santos 1994; Silveira 2008). 

				Para lograr lo anterior, la metodología del trabajo consistió en un análisis documental en profundidad. La selección de las fuentes estuvo dirigida por la búsqueda de documentación institucional que permitiera comprender el diseño y la ejecución de la infraestructura vial como un dispositivo político-material de desplazamiento. Bajo este criterio, se seleccionaron resoluciones de la Sala Constitucional (Sala IV) por su carácter vinculante y de control institucional; informes, memorias y comunicados oficiales del MIVAH por sintetizar el discurso oficial, las acciones ejecutadas, los obstáculos y las percepciones institucionales ante el asentamiento informal; así como la normativa rectora del sector vivienda y urbanismo, noticias escritas de prensa e investigaciones especializadas en temas urbanos en Costa Rica y América Latina. 

				El recorte temporal abarcó desde la fundación del asentamiento (año 2001) hasta la puesta en funcionamiento de la carretera (año 2023). La información recopilada se procesó bajo un análisis cualitativo de contenido, realizando una triangulación de fuentes (judiciales, institucionales y hemerográficas) para contrastar las lógicas procesuales del Estado con las dinámicas materiales del desplazamiento.

				El presente análisis se enmarca en investigaciones que abordan las consecuencias negativas que han tenido las políticas de desterritorialización para sectores empobrecidos en las ciudades (Janoschka y Sequera 2014; Ayelén y Belén 2017; Dammert 2019; Herranz y San Pedro 2019). En estos trabajos se demuestra que la territorialización de tales políticas se ejecuta comúnmente por medio de desalojos (Ayelén y Belén 2017; Herranz y San Pedro 2019), hecho que provoca una reproducción de la segregación socioespacial (Herranz y San Pedro 2019) y opera como un mecanismo de poder que estructura la vida cotidiana a través de la creación de subjetividades basadas en la incertidumbre y la espera, lo cual profundiza condiciones de precariedad urbana (Dammert 2019). Asimismo, estos procesos de desterritorialización estatal son contestados por luchas ciudadanas que demandan el acceso a una vivienda digna como un medio de justicia social (Paulsen et al. 2019). 

				En relación con lo anterior, este artículo dialoga con dicha literatura al enfocarse en cómo estos procesos adquieren una forma de ejecución particular cuando están mediados por el investimento del “interés público”, la urgencia técnica y financiera, así como por la declaración 
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				de ser un proyecto “modernizador” del Estado, alrededor de lo cual se configura un dispositivo político-material para el desplazamiento. En consecuencia, la construcción de la infraestructura vial forma parte de un mecanismo para acelerar e impulsar el desalojo forzado bajo un discurso de desarrollo nacional, constituyéndose en una clara manifestación de violencia de Estado.

				A partir de estas coordenadas, este artículo genera un aporte teórico al conceptualizar la desterritorialización estatal-infraestructural como una política de desplazamiento donde la obra vial opera como un dispositivo de poder (Agamben 2009; Deleuze 1990; Foucault 1985, 2008). Esta modalidad se caracteriza por instrumentalizar el paradigma de la participación ciudadana como un mecanismo de validación y por activar discursos oficiales que justifican la estigmatización territorial (Guzmán 2018; Sevilla 2023). Asimismo, se ofrece un aporte empírico mediante la sistematización e interpretación crítica de la trayectoria del desalojo del asentamiento informal Triángulo de Solidaridad, caso emblemático en la geografía urbana costarricense que ha sido escasamente abordado desde una perspectiva crítica. 

				Después de esta introducción, el artículo se organiza de la siguiente manera: en primer lugar, se presenta un apartado conceptual que articula las categorías de desterritorialización estatal-infraestructural, territorio usado y políticas de desplazamiento, configurando un dispositivo político-material para el desalojo. En segundo lugar, se expone el contexto geohistórico que delinea las acciones estatales frente al déficit de la vivienda y la conformación de los asentamientos informales en Costa Rica. En tercer lugar, se examinan las dinámicas socioterritoriales del asentamiento en estudio, analizando las diversas trayectorias de desterritorialización a las que fueron sometidas las familias del Triángulo de Solidaridad. 

				Coordenadas conceptuales

				El espacio geográfico se constituye en una condición, un medio y un producto de las relaciones y estructuras de (re)producción social (Carlos 2022; Lefebvre 2013), conformando un proceso que se encuentra en constante movimiento de transformación. La producción del espacio se articula bajo una interacción compleja, contradictoria y complementaria entre actores, en sus distintas relaciones de poder, movilizando ensamblajes de acciones y objetos que se materializan en procesos de territorialización (Santos 2000). 

			

		

		
			
				De esta forma, el concepto de territorio, enfocado en el estudio de las relaciones de poder en la producción de espacio (Cruz 2020; Haesbaert 2011, 2021, 2023), permite comprender los objetivos subyacentes que articulan dichas acciones y objetos. Este abordaje desestructura analíticamente los dispositivos de poder, como la construcción de una carretera, a través de los cuales actores hegemónicos, como el Estado, despliegan estrategias políticas y técnicas para la materialización de sus intereses, provocando formas de desterritorialización estatal-infraestructural. En consecuencia, el Estado no solo planifica, sino que está constantemente diseñando un conjunto de dispositivos políticos-materiales dirigidos a “disciplinar” las formas y los contenidos de la urbanización (Foucault 2008). 

				El ejercicio de los dispositivos de poder del Estado en el territorio, basado en la imposición de obras públicas, articula al menos tres dimensiones: 1. Normativa, a través del uso de un aparato de leyes y decretos que legitiman la territorialización de acciones y objetos; 2. Institucional, mediante la cual se coordinan relaciones entre entidades gubernamentales y procesos administrativos para desplazar personas e infraestructuras, a la vez que se “gestiona” el conflicto social potencial; y 3. Material, a través de la movilización de maquinarias y materialidades que desestructuran el territorio presente para imponer una nueva situación técnica y espacial. A su vez, este dispositivo despliega diversas formas de concepción y representación de los contenidos del espacio para legitimar sus proyectos (Haesbaert 2011). Entre ellos, un mecanismo utilizado para validar sus políticas de desplazamiento (Janoschka y Sequera 2014) consiste en un ejercicio complejo de construcción de imaginarios sobre el espacio, los objetos y las personas presentes; por ejemplo, catalogando la propiedad de la tierra como “ilegal” o informal, posicionando a sus habitantes y territorios en la condición de “intrusos” u “obstáculos”, validando su expulsión y estableciendo formas de estigmatización territorial (Guzmán 2018). Este proceder conduce a que se desplacen estas realidades sin necesidad de una compensación digna, aspecto que obvia la construcción de redes y conexiones geográficas que las personas han gestado y estructurado a lo largo de los años. 

				Ante esta realidad, cabe considerar el “territorio usado” como la categoría que permite pensar los modos diferenciales en los que los distintos actores se apropian y controlan el espacio geográfico. Esto se 
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				realiza a través de un análisis de los usos de las formas y los contenidos, así como de los objetos y las acciones que se entrelazan para producir una realidad territorial determinada (Santos 1994; Silveira 2008). Mediante este abordaje, se plantea un camino idóneo para comprender las tensiones gestadas en torno a la construcción de la carretera Circunvalación Norte, interpretada aquí como la imposición de un espacio abstracto subordinado a las lógicas del capital (Lefebvre 2013), en contradicción con el espacio vivido por los habitantes del asentamiento informal “Triángulo de Solidaridad”. 

				Complementariamente, Milton Santos (1994) posiciona que la naturaleza del territorio es histórica y es resultado de contradicciones, por lo que se vuelve preciso interrogar su producción en el momento contemporáneo. Para este cometido, se propone analizar el territorio usado en sus propias tensiones a partir de las categorías de territorialización y desterritorialización. Al constituirse en procesos unidos e indisociables, se sigue el planteamiento del geógrafo Valter Carmo Cruz, posicionando la expresión “des-territorialización” para referirse a la simultaneidad y el choque de ambos movimientos (Cruz 2020). En este sentido, los procesos de desplazamiento de asentamientos informales, al formar parte de un dispositivo político-material, están lejos de poder interpretarse únicamente desde la lógica de la desterritorialización. Por el contrario, resulta necesario comprender cuál es el proyecto hegemónico que se está territorializando en el espacio y cuáles son sus consecuencias directas en la vida social.

				En sentido estricto, se utilizará la categoría de desterritorialización para hacer referencia a un proceso de movilización de personas y de desestructuración de los territorios usados. Su ejercicio, como parte de un dispositivo político-material del Estado, se constituye en una tecnología de poder orientada a instalar formas de contención territorial, las cuales generan mecanismos de control sobre las dinámicas sociales y los modos de habitar la ciudad (Haesbaert 2013, 2021). Esto conduce a gestar o reproducir injusticias espaciales mediante la negación o la exclusión de determinada población a su espacio de vida, a la vez que condiciona el derecho al acceso a una vivienda digna a una rigorosa formalidad establecida por el Estado, tal como la propiedad de la tierra o el estatus migratorio de las personas. En consecuencia, se producen condiciones de negación del derecho a la ciudad, las cuales refieren a “una reivindicación de mayor control sobre cómo los espacios en que vivimos son 

			

		

		
			
				producidos socialmente estén donde estén”, un proceso que representa, en última instancia, una “búsqueda de justicia espacial” (Soja 2014, 39). 

				De manera complementaria, el dispositivo político-material del Estado articula y ejerce diversas formas de políticas de desplazamiento que conllevan una transformación drástica en la estructura social y espacial de un territorio (Janoschka y Sequera 2014). Esta dinámica se constituye en una política de espacio (Lefebvre 1976) orientada a la expulsión de ciertas subjetividades-cuerpos, prácticas sociales o territorios catalogados desde actores hegemónicos como “no deseados”. Ello representa el ejercicio de una violencia estatal que se materializa directamente en la producción de espacio, provocando de manera simultánea restricciones y privaciones en el acceso a los beneficios de la vida urbana, las cuales se encuentran estrictamente mediadas por las condiciones socioeconómicas de la población desplazada (Janoschka y Sequera 2014; Carlos 2017). 

				Finalmente, la presente propuesta teórica concibe a la infraestructura vial no como un objeto inerte, sino como una herramienta técnica y material que el Estado moviliza para ejercer su poder y desplazar poblaciones. De este modo, la carretera se entiende desde su función política, constituyéndose en el eje material alrededor del cual se diseña la desterritorialización estatal-infraestructural de un asentamiento informal. En consecuencia, la obra pública opera como un dispositivo político-material del Estado, el cual articula una red de elementos y genera un ensamblaje dinámico entre leyes, procesos institucionales, entidades gubernamentales, actores privados, el proyecto modernizador y los objetos infraestructurales, consolidando un sólido mecanismo de territorialización estatal.

				Contexto histórico-geográfico

				Antes de analizar el proceso de desterritorialización estatal-infraestructural del asentamiento informal Triángulo de Solidaridad, se brindará un contexto histórico-geográfico sobre las acciones estatales ejecutadas para atender el tema de vivienda en el país. Asimismo, se va a mostrar una visión general de la situación de los asentamientos informales en Costa Rica. Esta contextualización funciona como un eje analítico para demostrar que el déficit habitacional ha sido un problema histórico desatendido, constituyéndose en una exteriorización compleja de las desigualdades sociales 
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				instaladas en los procesos de urbanización (Carlos 2022; De Mattos 2010).

				Durante la primera mitad del siglo XX, el déficit de vivienda comenzó a posicionarse como un problema estructural generalizado en Costa Rica, con especial énfasis en áreas urbanas y en el centro del país. Este escenario motivó las primeras acciones institucionales del Estado, cuyas políticas se ejecutaron de manera espacialmente desigual, concentrándose selectivamente en ciertas áreas del país. Este proceder contribuyó a fundar y profundizar asimetrías y desigualdades territoriales históricas (Jiménez 2024). 

				En este sentido, el Estado costarricense comenzó a estructurar un entramado normativo e institucional que operó como un mecanismo político y administrativo para intervenir el problema habitacional. Esta estrategia se enfocó, primordialmente, en mitigar las deficiencias infraestructurales y regular el acceso a la vivienda para las clases bajas y medias. Bajo esta lógica regulatoria, durante la primera mitad del siglo XX se configuraron cuatro hitos institucionales determinantes: 1) la promulgación de la Ley de Chinchorros en el año 1904, orientada a establecer normas básicas de construcción y directrices sanitarias para las viviendas; 2) la creación de la Junta Nacional de Habitación en el año 1940, como primera institución estatal con competencias específicas en la dotación de vivienda; 3) la fundación de la Cooperativa de Casas Baratas “La Familia” en el año 1942, concebida para dotar de soluciones habitacionales a familias de bajos recursos bajo la administración de la citada Junta; y 4) el establecimiento del Departamento de Habitación de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) en el año 1945, absorbiendo las funciones de las entidades precedentes e institucionalizando mecanismos para adjudicar vivienda a las clases bajas (FUPROVI 2009; Chacón 2016; Rojas 2021). 

				Posterior a la Guerra Civil de 1948, el grupo triunfante desarrolló un proyecto político que marcó el devenir socioterritorial del país durante la segunda mitad del siglo XX. Bajo este modelo, se incrementó el protagonismo del Estado en el desarrollo social mediante la creación de un entramado institucional y normativo que consolidó su carácter interventor. En consecuencia, la Constitución Política de 1949 estipuló el rol central del Estado en la dotación de soluciones habitacionales, posicionando a la vivienda como un derecho garantizado constitucionalmente. Además, se fundó en 1954 el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), 

			

		

		
			
				entidad encargada de atender la demanda habitacional de familias de clases baja y media, a la vez que se erigió como el órgano rector de la planificación urbana nacional (Presidencia de la República 2014; Rojas 2021). Estos dos hitos señalan cómo el Estado incorporó a la vivienda como parte de su política de desarrollo. Asimismo, permite observar los mecanismos de institucionalización de una problemática social irresuelta.

				Posteriormente, en 1961, se promulgó la Ley N.º 2760 de Erradicación de Tugurios y Defensa de sus Arrendatarios. Esta normativa pretendía establecer procedimientos para la construcción de viviendas populares, pero en la práctica operó como uno de los primeros instrumentos jurídicos coercitivos para erradicar y prevenir la formación de asentamientos informales en el país. En esta ley, se definieron criterios para el desalojo de estos territorios mediante la construcción técnico-jurídica de la categoría de “inhabitabilidad”, legitimando, además, el uso de la Fuerza Pública (policía) para hacer efectivo el desplazamiento de la población (Presidencia de la República 1961). De este modo, se evidencia el inicio del montaje de un dispositivo político-material con la facultad de clasificar y jerarquizar tanto a los territorios como a los sujetos, sentando las bases normativas para la criminalización, el control y la subsecuente desterritorialización de estas poblaciones.

				En las siguientes décadas, se crearon otras instituciones estatales encaminadas a trabajar el tema habitacional en el país. Por ejemplo, en la década de 1970, se creó el Instituto de Desarrollo Agrario (IDA), actualmente el Instituto de Desarrollo Rural (INDER), el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) y el Sistema Bancario Nacional y Mutuales. Asimismo, en 1979, se instituyó el Sector de Vivienda y Asentamientos Humanos, asignándole por primera vez una persona ministra encargada de su rectoría. 

				Posteriormente, en 1986, se creó el Sistema Financiero Nacional para la Vivienda (SFNV) y el Banco Hipotecario de la Vivienda (BANHVI), organismo encargado de financiar la construcción de vivienda (Presidencia de la República 2014; FUPROVI 2017). Estas acciones demuestran cómo la política social se fragmentó institucionalmente ante lo cual el Estado intentó generar instancias de coordinación centralizada. Al mismo tiempo, se constituyeron mecanismos de financiación de la vivienda que operaron como filtros selectivos que limitan, hasta la actualidad, el acceso a la tierra para una parte considerable de la población.

				A pesar de estos esfuerzos institucionales, el Estado 
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				costarricense estuvo lejos de solventar la problemática habitacional, especialmente para las clases bajas y medias. Por este motivo, el déficit de vivienda se convirtió en un eje de lucha social durante la década de 1980, materializándose en movimientos pro-vivienda que no solo exigían soluciones habitacionales, sino también opciones integrales para el desarrollo de la vida, tales como oportunidades de trabajo y acceso formal a servicios básicos (Alvarenga 2009; Presidencia de la República 2014; Chacón 2016). Para presionar al Estado frente a su incapacidad de dar respuesta a las demandas sociales, estas organizaciones ejecutaron procesos colectivos de ocupación “ilegal” de terrenos públicos y privados, fundando una serie de asentamientos informales. Este escenario de alta conflictividad socioespacial fue instrumentalizado electoralmente en los comicios de 1986, posicionando el déficit de vivienda como una promesa de campaña y un recurso político-clientelar para la captación de votos (Chacón 2016; FUPROVI 2017; Badilla y Cerdas 2013).

				Con el pasar de los años, los asentamientos informales se constituyeron como territorios de vida de miles de personas en Costa Rica, representando un correlato material de las desigualdades socioespaciales y de las limitaciones institucionales del Estado para garantizar condiciones habitacionales dignas. De modo general, para el año 2013 y de acuerdo con los datos oficiales del MIVAH, en Costa Rica existían un total de 384 asentamientos informales, de los cuales el 49,7 % se localizaban dentro de los límites de la Gran Área Metropolitana (GAM). Asimismo, se estimó un inventario total de 25.318 viviendas y una población de 159.570 personas residiendo en estos territorios (MIVAH 2013). Por otra parte, cálculos basados en el Censo de Población y Vivienda del 2011 evidenciaron que un 21 % de la población que habitaba en estos asentamientos nació en el extranjero (FUPROVI 2019), hecho que visibiliza dinámicas complejas de exclusión y segregación socio-racial que profundizan las injusticias espaciales en la urbanización (Soja 2014). 

				Los asentamientos informales existentes en la GAM se encuentran mayoritariamente consolidados, puesto que cuentan con una prolongada trayectoria histórica en su conformación y evolución. De este modo, la década de 1980 registró la mayor cantidad de asentamientos formados (70 en total); en la década de 1990 se contabilizaron 56; durante los años 2000 se presentaron 13 y, finalmente, entre 2010 y 2013 se registró la formación 

			

		

		
			
				de tres (MIVAH 2013). A partir de este comportamiento histórico se concluyen tres aspectos fundamentales: 1) la constitución de asentamientos informales se mantiene como una constante estructural en el tiempo; 2) la mayoría de estos espacios segregados supera los veinte años de existencia, lo que refleja un problema habitacional históricamente irresuelto, pero también a la presencia de territorios con redes de apoyo social consolidadas; y 3) la tasa de formación de nuevos asentamientos ha disminuido con el pasar de los años, un hecho asociado a la reducción de la tierra disponible y a una dinámica donde las personas con necesidades habitacionales se incorporan a asentamientos ya conformados.

				El asentamiento Triángulo de Solidaridad y su desterritorialización estatal-infraestructural

				El Triángulo de Solidaridad fue un asentamiento informal fundado, aproximadamente, en el mes de agosto de 2001 y desalojado de forma definitiva en el 2019 por instancias del Estado. Este territorio se formó en un terreno que, dentro de la lógica de planificación estatal, se encontraba reservado para la construcción de una carretera, recayendo la titularidad catastral y propiedad formal en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT) (Liberoff et al. 2011). Dicha propiedad fue adquirida por el Estado en el año 2000 mediante un proceso de expropiación ejecutado contra la empresa “Concha Sociedad Anónima” (Poder Judicial 2006). Estos elementos representan la base material que creó condiciones para el ejercicio del dispositivo político-material que articuló la política de desplazamiento. En esta configuración convergen, por un lado, la ocupación informal de la tierra y, por otro, la viabilidad técnica para el desarrollo de un proyecto modernizador del Estado.

				Para contextualizar las condiciones socioterritoriales del asentamiento, se empieza localizando algunas de sus características demográficas y espaciales. De acuerdo con el censo de población realizado en el año 2012 por el MIVAH y la Compañía Nacional de Fuerza y Luz (CNFL), en esta localidad se contabilizaron un total de 387 viviendas (MIVAH y CNFL 2012), donde residían aproximadamente 1.503 personas, de las cuales el 49 % correspondían a mujeres (Liberoff et al. 2011). La densidad material y social del lugar se transformó en el transcurso del tiempo, debido a que estos asentamientos 
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				funcionan como territorios de refugio para poblaciones condicionadas por la desigualdad estructural que buscan acceder a vivienda en la ciudad. En este sentido, constancias jurídicas estiman que el asentamiento comenzó originalmente con 80 viviendas (Poder Judicial 2006), lo que significa que al cabo de once años su conformación física se expandió, al menos, en 307 infraestructuras adicionales reflejando la intensidad de la presión por el acceso a tierra urbana. 

				A nivel sociodemográfico, el 87 % de la población de este asentamiento estaba compuesto por menores de edad y adultos; más del 65 % de los habitantes que contaba con algún grado de instrucción no había completado la educación secundaria; un 61 % era de nacionalidad nicaragüense; un 14 % se encontraba en el país bajo un estatus migratorio indocumentado; y la mayoría de la población activa se empleaba en el sector de la construcción y en el servicio doméstico (Liberoff et al. 2011). Estas variables añaden dimensiones que potencian el ejercicio del dispositivo de desplazamiento estatal, donde las condiciones de vulnerabilidad económica subyacentes son instrumentalizadas para construir formas de estigmatización territorial que legitiman su desalojo. Asimismo, la condición de extranjería e indocumentación migratoria de una parte de la población limitó su acceso a las políticas de asistencia social del Estado. Por tanto, la desterritorialización de este asentamiento se inscribe en una “gubernamentalidad precarizante” cuyas acciones promueven la reproducción de la segregación sociorracial, producen subjetividades subalternas y materializan modos de exclusión y desigualdad en el espacio urbano (Herranz y San Pedro 2019).

				En consecuencia, el territorio usado por los habitantes del Triángulo de Solidaridad se constituyó bajo un régimen de precariedad urbana que generó condiciones de vulnerabilidad y fragilidad en su habitar (Dammert 2019). En este sentido, dicha precariedad se tradujo en la inexistencia de una red de alcantarillado sanitario, de 

			

		

		
			
				un servicio regular de recolección de basura y de áreas recreativas. Esto obligó a que el abastecimiento de agua potable se gestionara mediante tuberías expuestas, provocando un acceso al recurso con serias deficiencias y riesgos sanitarios. Además, el suministro eléctrico se realizaba a través de conexiones artesanales, exponiendo a la comunidad al peligro de incendios (Liberoff et al. 2011). Estos elementos permiten comprender las formas de territorialización de estos asentamientos informales, los cuales están siendo producidos sobre injusticias espaciales y condiciones económicas y raciales excluyentes, donde la informalidad es utilizada por el Estado como una tecnología política para justificar la reproducción del habitar precario.

				Trayectorias de una desterritorialización

				El dispositivo político-material que contribuyó a ejecutar la desterritorialización estatal-infraestructural tuvo como uno de sus ejes articuladores la condición de informalidad en la posesión de la tierra del Triángulo de Solidaridad. En consecuencia, las constantes amenazas de desalojo por parte de autoridades gubernamentales constituyeron una tecnología política de vulnerabilización y de violencia institucional contra la comunidad. A raíz de esto, la espera prolongada y la incertidumbre emergieron como afectos y sentimientos que, en el transcurso del tiempo, mediaron de forma directa la experiencia territorial de los habitantes. 

				A modo de síntesis introductoria, en la Tabla 1, se presenta el conjunto de eventos y quiebres históricos que articularon la desterritorialización estatal-infraestructural del Triángulo de Solidaridad. Con este recurso, se ofrece una visión integral que permite examinar la configuración y el ejercicio de un dispositivo político-material para el desplazamiento del territorio y la desarticulación de tejidos comunitarios, así como para la imposición de nuevas lógicas abstractas en el espacio, cuyas dinámicas se analizan a continuación.

				Para comenzar, las amenazas de desalojo aparecieron 

			

		

		
			
				Tabla 1. Cronología de hitos en la desterritorialización estatal-infraestructural del asentamiento Triángulo de Solidaridad, 2000-2023

				
					Año

				

				
					Hitos

				

				
					2000

				

				
					Adquisición del terreno por el Estado costarricense y reserva del derecho de vía para la construcción de la Carretera Circunvalación Norte.

				

				
					Agosto de 2001

				

				
					Fundación del asentamiento informal Triángulo de Solidaridad.

				

				
					2001

				

				
					Primera denuncia ante el Ministerio de Salud y emisión de la primera orden de desalojo.

				

				Continúa en la página 8.
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				Tabla 1. Cronología de hitos en la desterritorialización estatal-infraestructural del asentamiento Triángulo de Solidaridad, 2000-2023 (continuación)

				
					Año

				

				
					Hitos

				

				
					Abril del 2002

				

				
					Solicitud de desalojo por parte del MOPT al Ministerio de Seguridad Pública (plazo de 72 horas para desalojo voluntario).

				

				
					2003

				

				
					Creación de la Comisión Interinstitucional de Desalojos.

				

				
					2006

				

				
					Resolución de la Sala Constitucional que ordena al Ministerio de Seguridad Pública ejecutar el desalojo de 2002.

				

				
					2009, 2010 y 2013

				

				
					Interposición de Recursos de Amparo por vecinos de comunidades aledañas contra el Estado por inacción en el desalojo.

				

				
					2010

				

				
					Establecimiento de un plazo de 18 meses por la Sala Constitucional para ejecutar el desalojo.

				

				
					2011-2013

				

				
					Evaluación y posterior rechazo gubernamental de una propuesta de reubicación in situ del asentamiento.

				

				
					Agosto 2014

				

				
					Adjudicación del proyecto de la construcción de la Carretera Circunvalación Norte al consorcio integrado por las empresas Ingeniería Estrella S.R.L y Constructora Hernán Solís.

				

				
					2014-2018

				

				
					Priorización política del desalojo por parte de la Administración Solís Rivera, con el objetivo de liberar el derecho de vía y viabilizar la obra de infraestructura.

				

				
					2016

				

				
					Entrega estatal de las áreas requeridas al consorcio constructor para la ejecución de los estudios de suelo, condición técnica para finalizar el diseño vial.

				

				
					2016-2019

				

				
					Formulación y ejecución de la política de desplazamiento basada en el modelo de “desarraigo concertado”.

				

				
					Fines del 2017

				

				
					Liberación de la primera franja de 20 metros para la construcción vial.

				

				
					2018

				

				
					Situación del desplazamiento: 115 familias reasentadas, reubicación in situ temporal de 20 y 56 permanecían en condición de valoración técnica.

				

				
					Mediatización de denuncias vecinales por parte de los pobladores ante la carencia de soluciones habitacionales.

				

				
					2do semestre 2018

				

				
					Liberación de segunda franja de 40 metros y áreas de maquinaria.

				

				
					Junio del 2019

				

				
					Emisión de nueva orden de desalojo para las familias remanentes.

				

				
					2022

				

				
					Balance socioespacial del desalojo: resolución habitacional por vías institucionales para el 70 % de las familias y exclusión definitiva del 30 % restante, consolidando un saldo de desplazamiento.

				

				
					2023

				

				
					Inauguración de la carretera Circunvalación Norte.

				

				Elaboración propia a partir de Carpio 2022; CoST Costa Rica y Lanamme 2019; Figueroa 2018; Liberoff et al. 2011; Noticias Repretel 2018; Pérez 2018; Poder Judicial 2006, 2009, 2010, 2011, 2013; Presidencia de la República 2003; Pujol 2018.

			

		

		
			
				apenas semanas después de la fundación del Triángulo de Solidaridad. De este modo, habitantes de localidades circundantes interpusieron una denuncia contra el asentamiento ante el Ministerio de Salud. Dicha institución inspeccionó el lugar y emitió una orden de desalojo sanitario, debido a la ausencia de servicios de saneamiento básico. Posteriormente, en el mes de abril del año 2002, el MOPT solicitó formalmente al Ministerio de Seguridad Pública la ejecución del desalojo administrativo de la propiedad; esta última entidad acogió el requerimiento y otorgó a las familias un plazo de 72 horas para realizar un “desalojo voluntario”. No obstante, esta notificación nunca fue entregada a las personas afectadas (Poder Judicial 2006). Hasta este punto, se comprueba cómo el dispositivo de poder estatal se articula mediante la activación coordinada de instrumentos jurídicos, la alianza interinstitucional y la latencia en el uso legítimo de la fuerza y la violencia institucional. 

			

		

		
			
				En 2003, se instituyó la Comisión Interinstitucional de Desalojos como una instancia técnico-política encargada de valorar y establecer acciones para el desalojo de asentamientos informales en el país (Presidencia de la República 2003). Esta Comisión asumió el análisis de la situación del Triángulo de Solidaridad, teniendo bajo su responsabilidad la gestión y coordinación ejecutiva del desplazamiento masivo. No obstante, al mes de septiembre del 2006, ni esta ni ninguna otra entidad gubernamental habían ejecutado acciones concretas sobre el caso. Esta parálisis institucional motivó a que un grupo de vecinos de barrios circundantes interpusiera un recurso de amparo ante la Sala Constitucional para demandar una resolución al respecto. Dicha instancia judicial, tras examinar los acontecimientos, resolvió declarar con lugar el recurso y ordenó al Ministerio de Seguridad Pública ejecutar el desalojo administrativo emitido en 2002 (Poder Judicial 2006). 

				Dicho hito revela cómo el dispositivo de 
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				desterritorialización opera a través de tensiones burocráticas e inacciones institucionales que terminan siendo movilizadas por la presión social de actores externos. Sumado a lo anterior, se verificó que, al menos en 2009, 2010 y 2013, los habitantes de localidades colindantes interpusieron nuevos recursos de amparo para denunciar la persistente omisión de las instituciones estatales en hacer efectivo el desalojo (Poder Judicial 2009, 2010, 2013). De esta forma, se evidencia un ejercicio sostenido por instrumentalizar el brazo judicial del Estado, constituyéndolo como una tecnología política orientada a desarticular el territorio usado y forzar el desplazamiento de habitantes. 

				Hasta este momento, la construcción de la carretera representaba una realidad latente, por lo que el ensamblaje del dispositivo de desterritorialización giró en torno a discursos y acciones sanitarias, así como al reclamo legal de la propiedad. No obstante, a partir del 2010, la obra vial adquirió una centralidad, convirtiéndose en el eje neurálgico alrededor del cual terminó de configurarse el dispositivo político-material que articularía la política de desplazamiento. El exministro del MOPT de la época señaló que el proyecto vial se encontraba en una etapa de adquisición de terrenos mediante expropiaciones, así como en la fase de diseño técnico, por lo que su ejecución material se proyectaba a mediano plazo. Esto posicionó el desalojo en el horizonte político, aunque aún no representaba una “necesidad inmediata”. 

				Paralelamente, la Comisión Interinstitucional de Desalojos catalogó el caso del Triángulo como uno de alta de complejidad y, ante la imposibilidad material del Estado para realizar una reubicación colectiva inmediata, determinó que era adecuado suspender temporalmente el desalojo. A pesar de ello, debido a que previamente no se había fijado un período para la ejecución de la orden de desalojo la Sala Constitucional estableció un plazo de 18 meses para hacerla efectiva (Poder Judicial 2010), incorporando la rigidez temporal dentro del dispositivo de desplazamiento y adquiriendo la carretera, de este modo, una función política directa en la ejecución del desalojo. 

				En el 2011, la Sala Constitucional emitió una nueva sentencia, en cuyo contenido se consigna la solicitud de la Comisión Interinstitucional para considerar la reubicación in situ como una solución alternativa al desalojo. Ante esto, el MOPT, en su condición de institución titular de la propiedad, señaló su disposición formal a traspasar o donar una fracción del terreno 

			

		

		
			
				para ser destinado a la construcción de un proyecto habitacional para las familias del asentamiento (Poder Judicial 2011). Este hito evidencia el carácter procesual y contradictorio que caracteriza la configuración del dispositivo de desterritorialización. No obstante, destaca cómo, desde el proceder estatal, las familias del asentamiento son concebidas como meras receptoras pasivas de decisiones exógenas, comprobándose que su categorización de informalidad funciona para negarles cualquier participación en el diseño de sus territorios de vida. 

				En el 2013, los ministerios competentes presentaron un informe que incluía el anteproyecto de construcción de la carretera, en el cual se contemplaba explícitamente la posibilidad de modificar el diseño original de la vía para viabilizar un proyecto habitacional de reubicación en el mismo sector. Consecuentemente, el MIVAH inició gestiones con el gobierno local para solicitar la aprobación preliminar del proyecto, iniciativa que contaba con la anuencia de la alcaldía del cantón Goicoechea, con el fin de promover las reformas necesarias en el plan regulador local y otorgar los respectivos permisos de construcción (Poder Judicial 2013). A pesar de la viabilidad técnica de esta alternativa, la propuesta fue desechada posteriormente por las autoridades del poder Ejecutivo, volviéndose a activar el dispositivo de desterritorialización estatal-infraestructural. 

				Otro de los componentes que contribuyen a validar el ejercicio del dispositivo de desterritorialización, es la producción de un imaginario adverso hacia el asentamiento, el cual configura una estigmatización territorial y promueve discursos de miedo y rechazo (Guzmán 2018). A modo de ejemplo, en distintas ocasiones los vecinos denunciantes justificaron su petición de desalojo bajo el argumento de que el Triángulo de Solidaridad representaba riesgo inminente para la salud pública, la seguridad y el valor de cambio de la tierra, catalogándolo, además, como un sitio de venta de drogas (Poder Judicial 2006, 2010). A este escenario, se sumó la narrativa que posicionaba al asentamiento como una “tierra de nadie” (Poder Judicial 2010), un recurso discursivo que instaló al desalojo como la única solución viable frente a estos “problemas”. 

				En este mismo sentido, los denunciantes solicitaron en reiteradas ocasiones la intervención de la Dirección de Migración y Extranjería con el propósito de aprehender a las personas indocumentadas, estrategia orientada a disminuir la densidad demográfica del asentamiento 
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				para facilitar la ejecución del desalojo (Poder Judicial 2006, 2009, 2013). De este modo, la construcción de imaginarios estigmatizantes opera como una tecnología de poder que justifica y valida la desterritorialización de poblaciones excluidas. Al instrumentalizar el aparato jurídico e institucional, se activan dinámicas de violencia que profundizan la segregación socioespacial y reproducen injusticias espaciales.

				Ejercicio de la des-territorialización estatal-infraestructural

				Entre 2013 y 2016, tras desecharse definitivamente la opción de un reasentamiento in situ, el Estado viabilizó la ejecución de una política de desplazamiento en el Triángulo de Solidaridad. Esta estrategia se articuló en torno a la construcción de la obra vial, la cual operó como una tecnología de poder dentro del dispositivo político-material legitimador del desalojo. De este modo, las declaraciones oficiales del exviceministro del MIVAH, Patricio Mora, evidencian cómo el asentamiento fue catalogado discursivamente bajo la noción de “obstrucción”, señalando de forma explícita que este, “durante varias administraciones, ha impedido el avance de la obra” (Presidencia de la República 2019). Este proceder sirvió para despojar a la comunidad de su dimensión existencial, reduciéndola a un mero obstáculo físico para el desarrollo de una infraestructura de interés nacional.

				La adjudicación del proyecto, incluyendo los estudios técnicos preliminares, el diseño y la construcción de la obra, inició formalmente el 25 de agosto de 2014, quedando a cargo del consorcio conformado por Ingeniería Estrella S.R.L y Constructora Hernán Solís. A pesar de la planificación inicial, el arranque de las obras experimentó retrasos, principalmente por las dificultades en la adquisición de terrenos y la relocalización de infraestructura de servicios públicos (CoST Costa Rica y Lanamme 2019). Este escenario transfirió presiones operativas y espaciales directas sobre el Triángulo de Solidaridad. En consecuencia, la Administración Solís Rivera (2014-2018) posicionó como un eje prioritario de su gestión el desalojo de las familias del asentamiento con el fin de liberar el derecho de vía y viabilizar la construcción de la carretera (Figueroa 2018). 

				Las autoridades gubernamentales iniciaron una intervención sistemática sobre el espacio vivido de la población del Triángulo, priorizando la liberación del suelo para imponer las lógicas del espacio abstracto 

			

		

		
			
				sobre el territorio: la carretera como tecnología de flujo de capitales y mercancías. De esta manera, en 2016, se materializó la entrega de las áreas requeridas por la empresa constructora para efectuar los estudios de suelo necesarios para concluir con el diseño de la obra vial (Pérez 2018). El dispositivo político-material que articuló el desalojo fue diseñado para ejecutarse a través de fases sucesivas de conquista del terreno basadas en políticas de desplazamiento sectorizado. En términos operativos, se propuso inicialmente la liberación de una franja de 20 metros para iniciar las primeras obras viales; posteriormente, una segunda etapa requirió habilitar un tramo de 40 metros, junto con las áreas de maniobra indispensables para la operación de la maquinaria constructora (Pérez 2018; Pujol 2018) (Figura 1). Este procedimiento, lejos de ejecutarse sobre un espacio vacío, fracturó el territorio usado mediante el desalojo de decenas de familias, la demolición de infraestructuras habitacionales y la desestructuración del tejido comunitario.

			

		

		
			
				Figura 1. Trayectoria de desterritorialización del Trián-gulo de Solidaridad (2016-2023)

				Fuente de imágenes: Google Earth. Elaboración propia.
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				El dispositivo político-material continuó articulándose. Entre 2016 y 2018, un conjunto de políticas de desplazamiento fue ejecutado bajo un modelo institucional denominado oficialmente “desarraigo concertado”. Este modelo se sustentó en el ofrecimiento nominal de diversos proyectos y opciones habitacionales a las familias afectadas, bajo la premisa de que estas seleccionaran la alternativa que se ajustase a sus necesidades. Asimismo, la estrategia estatal buscó garantizar la inserción dispersa de las familias en distintas comunidades receptoras a través de grupos reducidos, con el fin explícito de mitigar el posible “rechazo” o resistencia en su recepción local (MIVAH 2016; Figueroa 2018; Pujol 2018). Al respecto, el entonces director de Vivienda y Asentamientos Humanos, Daniel Figueroa, detalló la racionalidad operativa de este procedimiento: 

				La estrategia que se hereda desde la gestión de la Arq. Marian Pérez, fue la del desarraigo concertado. En el cual se ofrecen a las familias proyectos y estas están en su libre albedrío para escoger a cual proyecto irse, es decir, no se les asigna un proyecto determinado a una familia determinada, o las familias proponen su propia solución (…) Se decidió optar por soluciones individuales, no proyectos mayores a 20 soluciones, los cuales además de impactar en mayor medida a las comunidades, tienden a durar mucho más tiempo en su tramitación. Para esto, la Junta Directiva, de previo hizo un acuerdo, según el cual los grupos de viviendas con 20 o menos soluciones, no se tramitasen bajo las reglas de un proyecto, sino como soluciones individuales. (Figueroa 2018, 7)

				En suma, el ejercicio de este componente del dispositivo se basó en la fragmentación socioespacial del territorio usado del Triángulo de Solidaridad. Esto se fundamentó en el principio retórico de que la elección de residencia se realizaba voluntariamente y sin condicionamientos, estructurándose una explícita “ficción de selección”. Esta narrativa funcionó como una tecnología de poder orientada a legitimar y validar el desalojo bajo una fachada de concertación y consulta democrática, ocultando el carácter forzoso y unilateral del desplazamiento. 

				Posteriormente, el Estado activó un riguroso mecanismo de selección de las familias beneficiarias, fundamentado en un conjunto de requisitos preestablecidos que funcionaron como un embudo institucional. Este primer filtro excluyó de manera sistemática a un sector de familias que no logró cumplir 

			

		

		
			
				con los parámetros estandarizados del Sistema Nacional Financiero para la Vivienda como, por ejemplo, una situación migratoria regularizada. Un segundo filtro consistió en verificar que los postulantes estuvieran registrados en el censo de población levantado por las autoridades en 2012, con el objetivo de fiscalizar y comprobar su antigüedad de residencia en el asentamiento (MIVAH 2016). 

				El proceder burocrático, en consecuencia, operó como una tecnología de exclusión socioespacial, dado que algunas familias no consiguieron tramitar una solución habitacional a pesar de haber presentado varias veces su documentación a las instituciones (Pérez 2018). Aparte del desgaste económico y emocional que implicó este proceder, dichos filtros modificaron profundamente la vida cotidiana de la comunidad, estructurando un tiempo social orientado por actores hegemónicos: una temporalidad suspendida, administrada por el Estado y volcada hacia la espera, la incertidumbre y la constante tensión entre la esperanza y la frustración colectiva (Auyero 2018; Dammert 2019).

				La ejecución de las fases iniciales de la política de desplazamiento, orientada a la liberación material del espacio vivido en el Triángulo de Solidaridad, se articuló en torno a tres modalidades operativas: primero, el subsidio estatal para alquileres provisionales en localidades externas por períodos de uno a tres meses; segundo, el traslado definitivo a nuevas soluciones habitacionales reguladas; y, finalmente, la reubicación interna temporal en viviendas desocupadas del propio asentamiento, complementada con la construcción de segundos niveles en estructuras preexistentes (Figueroa 2018). Como resultado de un año de implementación de esta estrategia, para 2018, un total de 115 familias habían sido reasentadas en soluciones individuales o proyectos de vivienda colectivos en diversas regiones del país, mientras que 20 familias fueron reubicadas en el mismo sitio y 56 permanecieron en condición de valoración técnica de su situación (Figueroa 2018; Pujol 2018). 

				A pesar del discurso oficial que posicionaba el desalojo como un proceso “exitoso”, algunas familias resistieron la orden de salida y denunciaron ante la opinión pública la ausencia de soluciones de vivienda para su situación (Noticias Repretel 2018). De forma paralela, el Estado enfrentaba una presión cronológica, puesto que el contrato de concesión de la obra pública estipulaba agosto de 2018 como el plazo para la entrega del terreno; un incumplimiento contractual habría 
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				supuesto sanciones financieras, estimadas en USD 150.000 mensuales, así como reajustes en el costo final de la obra (ElPaís.cr 2021). Esta fricción temporal entre los tiempos de la reubicación y los contractuales colocaron factores de presión para profundizar el dispositivo de desterritorialización.

				En consecuencia, durante el mismo 2018, se consolidó la liberación material de la franja de 40 metros exigida para el desarrollo de la obra vial, encaminando el proceso para el desplazamiento progresivo de la población remanente (Figura 1). De esta forma, en junio de 2019, el Ministerio de Salud intervino mediante la emisión de una nueva orden de desalojo que catalogó formalmente a las viviendas bajo la condición de habitabilidad “ruinosas, inseguras e insalubres”, estipulando su ejecución para julio de ese mismo año (Granados 2019). En 2019, aún permanecían en el asentamiento aproximadamente 260 familias; de este total, los registros de 2020 señalaban que un 71 % se encontraban en trámite de un bono de vivienda, mientras que el 29 % restante habían quedado al margen por no completar la gestión o no cumplir con los requisitos normativos establecidos (Campos 2020). Esta situación no se modificó con el tiempo, ya que para el 2022 un 70 % de las familias logró resolver su necesidad de vivienda por vías institucionales y un 30 % fue definitivamente excluido de una solución habitacional (Carpio 2022). 

				Finalmente, este recorrido empírico y estadístico muestra cómo el dispositivo de desterritorialización, el cual fue operacionalizado mediante la política de desplazamiento denominada “desarraigo concertado”, implementó complejos mecanismos de fragmentación socioespacial, así como la destrucción de las materialidades residenciales y de los tejidos comunitarios de soporte. Lejos de generar formas de inclusión urbana, este dispositivo político-material produjo personas excluidas por el aparato estatal, a quienes se le negó el derecho fundamental a una vivienda digna sobreponiendo la salvaguarda de los flujos y tiempos del capital infraestructural.

				Reflexiones finales

				La desterritorialización estatal-infraestructural del asentamiento Triángulo de Solidaridad evidenció la configuración de un dispositivo político-material operado por el Estado para la ejecución de una política de desplazamiento forzado. Esta propuesta conceptual 

			

		

		
			
				permitió articular la organización y la acción estatal con la producción de infraestructura, mediante el examen del complejo entramado de procesos, discursos y prácticas institucionales que convergen en su territorialización. Bajo esta lectura, la obra vial desborda su condición de objeto inerte para posicionarse como una tecnología técnica y material de poder que, ensamblada en dicho dispositivo, opera como el mecanismo estructural en el ejercicio hegemónico estatal. De este modo, el desalojo de la población no fue causado por la “carretera” en abstracto, sino que estuvo estructurado alrededor de una decisión político-administrativa orientada a imponer un espacio abstracto sobre los territorios de vida de la comunidad. En suma, la infraestructura vial se consolidó como una tecnología de poder con una función política, cuya materialización posibilitó la concreción del dispositivo desterritorializador en este caso de estudio. 

				La temporalidad de este proceso abarcó un período de más de 15 años, tiempo en el cual el aparato estatal marcó los ritmos de intervención en estricta función de las necesidades materiales del proyecto modernizador de la obra vial. Por su parte, la condición de informalidad del asentamiento fue utilizada políticamente como una tecnología de poder orientada a posicionar a esta población y a su territorio en el lugar de un “receptor pasivo” de las decisiones estatales. Este procedimiento temporal dilatado constituyó una forma de violencia lenta que terminó por configurar a los habitantes del Triángulo de Solidaridad en “pacientes del Estado” (Auyero 2018). En consecuencia, este proceder burocrático no solo mantuvo, sino que profundizó la condición de vulnerabilidad de las familias, reproduciendo dinámicas de exclusión y desigualdad socioespacial en la ciudad. 

				La política de desplazamiento que operacionalizó el dispositivo desterritorializador se basó en la aplicación del modelo denominado “desarraigo concertado”. Este enfoque se constituyó en una tecnología de poder operada por el Estado para gestionar, contener y neutralizar el conflicto social, al mismo tiempo que funcionó como un mecanismo institucional que ocultó la violencia simbólica y material ejercida al desestructurar y negar el espacio vivido por los habitantes del territorio. En suma, el despliegue de esta política logró garantizar el comienzo de la construcción vial y blindó al aparato estatal ante el pago de eventuales sanciones compensatorias a la empresa constructora, subordinando la realidad y las condiciones socioespaciales de la comunidad a los tiempos e intereses del capital infraestructural.
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				En el plano metodológico, este trabajo realiza un aporte al articular un enfoque procesual y multiescalar para el análisis de políticas de desplazamiento forzado por obra pública. A partir de una reconstrucción cualitativa fundamentada en el examen minucioso del archivo documental institucional, la investigación permitió deconstruir el dispositivo desterritorializador operado por el Estado a lo largo de más de 15 años de interacción conflictiva. De este modo, la propuesta analítica aquí ensayada busca trascender la escala local para ofrecer una estrategia metodológica replicable para el estudio de otros procesos de desterritorialización estatal-infraestructural en América Latina.

				Finalmente, el análisis crítico de este caso de estudio evidencia cómo ciertos modelos de reubicación de asentamientos informales suelen instrumentalizarse como estrategias burocráticas de desplazamiento y ocultamiento del problema, antes que como soluciones reales al déficit de vivienda. Este hallazgo invita a problematizar la situación de los más de 300 asentamientos informales territorializados en el país, históricamente expuestos a soluciones parciales o paliativas diseñadas desde el Estado. A raíz de lo anterior, se postula la necesidad imperante de abrir un debate público orientado a dilucidar alternativas justas que viabilicen el acceso a una vivienda digna sin vulnerabilizar las condiciones de vida de las comunidades. Para ello, resulta central reconocer y validar el territorio usado por las poblaciones, así como sus lógicas concretas de apropiación del espacio geográfico. Este proceder exige sustituir directrices 

			

		

		
			
				exógenas por una participación ciudadana vinculante en la producción, diseño y proyección de sus propias realidades territoriales. 
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Resumen. Los asentamicntos informales representan una
situacién estructural extendida en América Latina. Estos
territorios estan expuestos a politicas de desplazamiento
forzado como formas complejas de destersitorializacién. En
este articulo, se analiza la desterritorializacién del asentamiento
informal Tridngulo de Solidaridad (Costa Rica) para la
construccién de la carretera Circunvalacién Norte (Ruta N.° 39).
Mediante un andlisis documental cualitativo y una triangulacién
de fuentes judiciales ¢ institucionales, se cxamina cémo este
proceso, implicando el desplazamicnto de més de 300 familias,
operé a través de un dispositivo politico-material, que articulé
dimensiones normativas, institucionales y materiales. El
trabajo expone l contesto geohistérico de Ia institucionalidad
del sector vivienda costarricense, describe la conformacién
sociodemogrifica del asentamiento y examina sus trayectorias
de desalojo bajo el modelo oficial de “desarraigo concertado”.
Se concluye conceptualizando la destersitorializacién estatal-
infracstructural como un mecanismo donde la obra piblica
fanciona como una tecnologia de poder que subordina el espacio
vivido a las 16gicas del capital, reproduciendo desigualdades y

exclusiones en la produccién de espacio urbano.

Palabras clave: : Asentamiento informal, desterritorializacién,
dispositivo de poder, desalojo, Estado.

Abstract. Informal scttlements represent a widespread
structural situation in Latin America. These territories are
subject to policies of forced displacement as complex forms of
deterritorialization. This article analyzes the deterritorialization
of the Triangulo de Solidaridad informal settlement (Costa
Rica) for the construction of the Circunvalacion Norte
highway (Route No. 39). Through qualitative documentary
analysis and triangulation of judicial and institutional sources,

it examines how this process, involving the displacement of
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more than 300 families, operated through a political-material
mechanism that articulated normative, institutional, and
material dimensions. The work presents the geohistorical
context of the Costa Rican housing sector’s institutional
framework, it describes the sociodemographic composition
of the settlement, and it examines its eviction trajectories
under the official model of “desarraigo concertado” (agreed-
upon displacement). It concludes by conceptualizing state-
infrastructural deterritorialization as a mechanism whereby
public works function as a technology of power that
subordinates lived space to the logics of capital, reproducing

inequalities and exclusions in the production of urban space.

Keywords: Informal  setdement,  deterritorialization,
dispositive of power, eviction, State.
Introducciéon

El déficit de vivienda es un problema irresuelto en
América Latina, el cual est lejos e ser una caracteristica
del periodo neoliberal, ya que representa una situacién
que define la estructura socioeconémica y tersitorial de
Ia regién. Esta realidad presenta distintas expresiones
territoriales, por ejemplo, un nimero elevado de
asentamientos informales o conjuntos de viviendas en
mal estado, hecho que se encuentra materializado tanto
en espacios urbanos como rurales. Se estima que en la
regién existen 23.000.000 de personas habitando bajo
un déficit cuantitativo de vivienda y mas de 46.000.000
bajo un déficit cualitativo (Lépez 2023). Lo anterior es
reflejo de una sociedad profundamente desigual, la cual
genera condiciones y oportunidades diferenciales para
Ia reproduccién de la vida.

La desigualdad produce marcas teritoriales diversas,
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